COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO – Única instancia – Naturaleza 
La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para conocer en única instancia de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho que interpongan los sujetos afectados, contra actos administrativos relacionados con la declaración administrativa de extinción del dominio o propiedad de inmuebles urbanos, de conformidad con lo establecido en el artículo 128.10 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 13.8 del Acuerdo 58 de 1999 del Consejo de Estado […]  que las Resoluciones 396 del 12 de Junio de 1995 y 561 del 13 de octubre de 1995 son verdaderos actos administrativos, como quiera que se trata de la utilización de un instrumento propio de la gestión urbanística, de manera concreta, la afectación de la propiedad sobre un inmueble urbano por la medida administrativa de extinción de dominio para hacer posible el desarrollo de una zona calificada como de interés prioritario  

ACUERDOS MUNICIPALES – Actos Administrativos – Desarrollan disposiciones legales 

Ahora bien, ha señalado esta sub-sección que, en el caso de los municipios, las normas de mayor relevancia son los denominados acuerdos, actos emanados de la corporación administrativa de naturaleza reglamentaria. Se trata de verdaderos actos administrativos de contenido general que desarrollan disposiciones legales y en algunas oportunidades directamente a la constitución. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con otros reglamentos, generan verdaderos micro ordenamientos jurídicos, como quiera que una vez son proferidos pueden ser objeto de desarrollo por el Alcalde, también a través de reglamentos, normas que a su turno, en no pocos supuestos, requieren para su ejecución de la expedición de actos administrativos individuales.  En definitiva, se trata “…de un doble proceso reglamentario sobre un mismo contexto material: el primero, realizado por el organismo administrativo conforme al mandato constitucional; y el segundo, tendiente a su viabilización, realizado por la autoridad ejecutora con el fin de darle cumplimiento efectivo.”  

Se trata de auténticos ordenamientos jurídicos conformados por las normas emanadas de los órganos municipales y sujetos de manera estricta al principio de jerarquía. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con el ordenamiento jurídico estatal estos no son generales, originarios, soberanos y absolutos sino particulares (responden a necesidades diferenciadas), derivados, no soberanos y relativos.
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Radicación número: 11001-03-26-000-1996-00035-01(15719) 
Actor: RODOLFO ROCHA ROJAS 
Demandado: DISTRITO DE SANTA MARTA 
Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO (SENTENCIA) 
Se decide la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por la parte demandante contra la resolución No. 113 de marzo 15 de 1995, por medio de la cual “se declara iniciado  el proceso de extinción de dominio del inmueble con cédula catastral No. 00-1-001-106 y matrícula inmobiliaria No. 080-0002251”; la Resolución No.396 del 12 de Junio de 1995, en virtud de la cual “se declara la extinción del derecho de dominio de un inmueble identificado cédula catastral No. 00-1-001-106 y matrícula inmobiliario No. 080-0002251”; La resolución No. 561 del 13 de octubre de 1995, “por la cual se resuelven los recursos interpuestos en la vía gubernativa contra la resolución 396 de 12 de julio del presente año que declaró la extinción del dominio de un inmueble en jurisdicción del distrito de Santa Marta”, y; La Resolución No. 136 del 25 de abril de 1996, originaria de la alcaldía Mayor Distrital de Santa Marta, “por la cual se precisa la orden de entrega de un bien.”  

I. LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS

Sin perjuicio, de la anticipada calificación  de actos administrativos
 atribuibles a las Resoluciones  proferidas por la Alcaldía Mayor de Santa Marta
, el texto de éstas fue:

“Resolución No. 113

15 de marzo de 1995

“Por la cual se declara iniciado el proceso de extinción de dominio del inmueble con cédula catastral No. 00-1-001-106 y matrícula inmobiliaria No. 080-0002251.

“EL ALCALDE DEL DISTRITO TURÍSTICO DE SANTA MARTA, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial, la contenida en el artículo 82 de la Ley 9ª de 1989, y

“(…) RESUELVE:

“ARTÍCULO PRIMERO. Declarase iniciado el proceso de extinción del dominio del inmueble con matricula inmobiliaria 080-0002251 y cédula catastral 00-1-001-106 de Santa Marta que figura en el Folio de matrícula inmobiliaria del Círculo de Registro de Santa Marta como de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo de Colombia y cuyas otras particularidades están indicadas en el primer considerando de la Resolución.

“ARTÍCULO SEGUNDO. Notifíquese la presente resolución como lo disponen los artículos 82 y 88 de la Ley 9ª de 1989, al propietario inscrito del inmueble y a los demás titulares de derechos reales inscritos, en la forma prevista en dichos artículos.

“ARTÍCULO TERCERO. Inscríbase la presente Resolución en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria de conformidad con el Artículo 83 de la Ley 9ª de 1989.

ARTÍCULO CUARTO. Contra la presente providencia no procede ningún recurso.”

“Resolución No. 396

12 de julio de 1995

“La cual declara la extinción de dominio del inmueble  identificado con cédula catastral No. 00-1-001-106 y matricula matrícula No. 080-0002251 ubicado en el Distrito de Santa Marta. 

“EL ALCALDE DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTURAL E HISTÓRICO DE SANTA MARTA, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales  y, en especial, de las contenidas en los art. 82, 89 y demás concordantes del capítulo VIII de la Ley 9ª de 1989.

“RESUELVE:

“Artículo primero: Declarase la Extinción del dominio que la Corporación Nacional de Turismo de Colombia ha tenido sobre el inmueble a que se refiere el artículo 1º del Acuerdo  No. 018 de 18 de octubre de 1990 expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta,  determinado con matricula inmobiliaria 080-0002251 y cédula para la identificación catastral No. 00-01-001-106 de Santa Marta, actualmente  correspondiente a la No. 01-10-063-0001—000 vigencia 1995, según constancia que obra en el expediente y a que se hace referencia en la parte motiva de esta sentencia.

“Parágrafo: Las medidas y linderos del predio, son las estipuladas en el folio de matricula inmobiliaria y la escritura de adquisición, debidamente verificados y actualizados por dictamen pericial que obra a folios 385 a 394 del expediente. 

“Artículo segundo: Ordenase, en consecuencia, la Inscripción de la presente Resolución en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta, en la que se incluirá como anexos de la misma , los folios 385 a 394 contentivos del dictamen pericial de identificación, dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de la misma, en los términos y condiciones del artículo 89 de la Ley 9ª de 1989.

“Artículo Tercero: Este despacho se abstiene de aplicar por excepción de inconstitucionalidad el contenido del Decreto Nacional 633 del 17 de abril de 1995 por haber excedido la potestad reglamentaria consagrada en el artículo 189, numeral 11 de la Constitución Política,, tal como fue sustentado por el Consejo de Estado en la providencia que decretó la suspensión provisional del mismo (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Expediente No. 3359. Providencia del 23 de junio de 1995. 

“Artículo Cuarto: En los términos del artículo 92 de la Ley 9ª de 1989 que declara de utilidad pública e interés social los demás derechos sobre el inmueble descrito en el artículo anterior, a partir de la ejecutoria de la providencia procédase a gestionar la enajenación voluntaria de tales derechos, o en su defecto a iniciar los trámites de expropiación, todo con sujeción a lo dispuesto en el Capítulo III de la misma Ley 9ª de 1989.

“Artículo Quinto: De conformidad con la parte motiva de esta providencia, el uso o destino del inmueble cuyo dominio se ha declarado extinguido, en lo sucesivo, a partir de la ejecutoria de esta providencia, será de conformidad con las normas y planes de ordenamiento urbano vigentes, el de desarrollo de infraestructura urbana y de servicios para la actividad turística y recreacional, bajo el régimen especial de zona franca industrial de servicios turísticos, en la medida que ello sea factible o compatible con el orden jurídico nacional o, en defecto de este régimen especial, se emprenderá el mismo desarrollo turístico, dentro del régimen común aduanero imperante en el territorio nacional. 

“Artículo sexto: Contra la presente Resolución procede el Recurso de Reposición en los términos del artículo 90 de la Ley 9ª de 1989 y se notificará como lo dispone el art. 88 de la misma Ley.”

“RESOLUCIÓN No. 561

“Octubre 13 de 1995

“POR LA CUAL SE RESUELVEN LOS RECURSOS INTERPUESTOS EN LA VÍA GUBERNATIVA CONTRA LA RESOLUCIÓN No. 396 DE 12 DE JULIO DEL PRESENTE AÑO QUE DECLARÓ LA EXTINCIÓN DEL DOMINIO DE UN INMUEBLE EN JURISDICCIÓN DEL DISTRITO DE SANTA MARTA.

“EL ALCALDE DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTURAL E HISTÓRICO DE SANTA MARTA, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales y en especial de las contenidas en los artículos 89 y 90 de la Ley 9ª de 1989 (…)

“(…) RESUELVE:

“ARTÍCULO PRIMERO: CONFIRMASE la Resolución No. 0396 del 12 de Julio de 1995 mediante la cual este Despacho previo el lleno de los requisitos y formalidades exigidos por la Ley 9ª de 1989, declaró, a favor del Distrito Turístico, cultural e histórico de Santa Marta, la Extinción del Dominio que la Corporación Nacional de Turismo de Colombia ha tenido sobre el inmueble identificado  en dicho Acto que es el mismo al que se refiere el Acuerdo O18 de 18 de Octubre de 1990 expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta, determinado por la matrícula inmobiliaria No. 080-0002251 y Cédula para la Identidad Catastral No. 00-1-001-106 de Santa Marta, actualmente correspondiente a la No. 01-10-063-0001-000 vigencia de 1995 según constancia que obra en el expediente, bien inmueble que corresponde igualmente  al descrito por la Escritura 3539 de 29 de Septiembre de 1978 otorgada en la Notaría 11º de Santa Fe de Bogotá, y que fuera verificado, en sus medidas y linderos, por los experticios (levantamiento topográfico) acreditados en el expediente y especialmente aclarados y determinados por el realizado por el Arquitecto PATRICIA ROSALES MENDOZA y el ingeniero civil CALIXTO MANOTAS GUENAGA, el 25 de septiembre de 1995, tal como obra en este expediente (fol. 988 a 995 exo.), todos os cuales hacen parte del cuerpo de la presente Resolución. 

“ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFIQUESE la presente Resolución con el lleno de las mismas formalidades que, exigidas por la Ley 9ª de 1989, se cumplieron respecto al Acto de Declaratoria de Extinción que hoy se confirma con la información a los interesados sobre la improcedencia de cualquier otro recurso por la vía gubernativa, la que por este medio queda agotada, en los términos de la Ley, con la notificación personal o la desfijación del Edicto, según el caso.

“ARTÍCULO TERCERO: Para los efectos de la INSCRIPCIÓN, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados, ordenadas en los términos del mandato expreso del art. 89 de la Ley 9ª de 1989 por la Resolución No. 396 de 12 de julio de 1995, que hoy se confirma, se incluirá como anexos y para integrante de la Declaratoria de Extinción, a mas de los documentos señalados ene l artículo 2º de la citada resolución, una copia auténtica de esta Resolución confirmatoria y una copia auténtica de los folios contentivos de los últimos informes periciales de verificación de medidas y linderos lo mismo que en el plano respectivo.” 

“RESOLUCIÓN No. 136

“Abril 25 de 1996

“POR LA CUAL SE PRECISA LA ORDEN DE ENTREGA DE UN BIEN

“EL ALCALDE MAYOR DEL DISTRITO TURÍSTICO, CULTURAL E HISTÓRICO DE SANTA MARTA, en uso de sus facultades constitucionales y legales y en especial de las conferidas por la Ley 9ª de 1989 como desarrollo de las resoluciones 396 y 561 de Julio 12 y Octubre 13 de 1995 respectivamente declararon y confirmaron la extinción del dominio de un predio que fiera(sic) de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo y, (…)

“(…)RESUELVE:

“ARTÍCULO PRIMERO: Ordénase la práctica de la diligencia de entrega del bien inmueble que fuera propiedad de la Corporación Nacional de Turismo hoy de propiedad del Distrito de Santa Marta, identificado con la Matrícula Inmobiliria 080-000-2251 y la Cédula Catastral 00-1-001-106 que tiene las siguientes medidas y linderos. Lote con cabida de 65 hectáreas 2747 metros cuadrados; con estos linderos: Desde el punto noroccidental del lote interesado con la esquina sur occidental de la urbanización microrefugio, con dirección al sur y en longitud de 1172.38 metros con el mar Caribe hasta encontrar la esquina noroccidental de la urbanización trotama de este punto en línea quebrada en dirección al orinete siguiendo la cerca divisoria en una longitud de 226,39 metros con la urbanización Irotama, de este punto en dirección al sur en línea recta en una longitud de 40.40 metros cerca de por medio (sic) con la vía de propiedad de dicha urbanización, de este punto con dirección al oriente en línea recta hasta encontrar la vía del ferrocarril que conduce a Santa Marta en una longitud de 210.25 metros, con terrenos de la urbanización Irotama, de este punto siguiendo la línea del ferrocarril en dirección al norte en una longitud de 135.75 metros con una línea férrea que conduce a Santa Marta, de este punto con dirección al Nor-este en 140.90 metros y cerca de por medio con terrenos del señor Barreneche hasta encontrar la carretera que conduce a Santa Marta, de este punto en línea recta, dirección al occidente, atravesando la línea del ferrocarril en una longitud de 40.25 metros con terreno de los Ferrocarriles Nacionales, de este unto en Línea recta en dirección al norte siguiendo la línea del ferrocarril en 226.35 metros con el ferrocarril de Santa Marta, de este punto en línea recta en dirección occidental del lote con propiedad de la Urbanización Microrefugio.

“Observación:  De los linderos y cabida anteriormente dado, se excluyen, según la cláusula 6 de la ESC 3539 SPT 29 de 1978 Notario 14 de Bogotá 1851 metros con 25 decímetros que se identifican en los siguientes linderos, tomados del plano de que se habla en la cláusula 4ª (…)

“ARTÍCULO SEGUNDO: En cumplimiento de la decisión judicial de tutela asumida por el juez civil municipal de Santa Marta el día 17 de abril de 1996, la mencionada diligencia excluirá el lote que según la citada providencia aparece identificado con la Matrícula inmobiliaria 080-00560072 y la Cédula Catastral 01-10-00630-005000 debidamente demarcado y señalizado como lo indica la misma providencia.

“ARTÍCULO TERCERO: Procédase por los medios legales a la impugnación de la tutela y a la solicitud de las autoridades correspondientes de las investigaciones a que haya lugar para establecer la autenticidad de la titulación tomada como base del procedimiento de tutela.

“ARTÍCULO CUARTO: Fijase como fecha para la práctica de la diligencia la mencionada en el art. 1º de esta Resolución el día viernes 3 de Mayo de 1996 a partir de las 9:00 A.M., para lo cual se comisiona al inspector turístico y de policía del Rodadero.

“ARTÍCULO QUINTO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición.”

II.  LAS NORMAS INVOCADAS COMO VIOLADAS POR EL DEMANDANTE Y SU CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Constitución: artículo 29.

Ley 9 de 1989.

Acuerdo 018 de 1990 proferido por el Concejo Distrital de Santa Marta. 

El concepto de la violación se puede sintetizar de la siguiente forma:

1. Las Resoluciones demandadas contrariaron el acuerdo No. 018 de marzo 18 de 1990, desconociendo así el ordenamiento jurídico superior en que debían fundarse.

El actor señala que el acuerdo 018 de 1990, expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta, declaró de interés prioritario única y exclusivamente, el predio identificado con la M. I. No. 080-002251 y C.C. No. 00-1-001-106 de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo. Por tanto,  no se hizo referencia a los predios con M.I. Nros. 030-0052558, 080-0052486, 080-040491 y 080-0045520; y, C.C. No. 01-100065-0022000, 01-10-0065-0021000, 01-10-0065-005000 Y 01-10-0065-003000 de propiedad de los señores Rodolfo Darío Rocha Rojas, Teresita del Carmen Ramos de Rocha, Jorge Javier Rocha Rojas y Carlos Alberto Rojas Husid. 

Como puede observarse, el alcalde incurrió en una extralimitación al ampliar el término de cobertura de la facultad que le fue otorgada por el mencionado acuerdo. 

2. Los actos administrativos demandados incumplieron las formas previstas para su expedición en la ley 9ª de 1989 y por tanto también vulneraron los derechos de audiencia y de defensa. 

Indica el demandante que no era posible la declaración de los inmuebles con M.I. Nos. 030-0052558, 080-0052486, 080-040491 y 080-0045520; y, C.C. No. 01-100065-0022000, 01-10-0065-0021000, 01-10-0065-005000 Y 01-10-0065-003000, toda vez que la autoridad no cumplió la exigencia prevista en la ley 9ª de 1989 consistente en inscribir en los folios de matricula inmobiliaria respectivos, la iniciación del procedimiento y la declaración de extinción de dominio con la finalidad de sacar del comercio a los bienes y evitar perjuicios a terceros de buena fe. Al desconocer esta exigencia se vulneró el derecho al debido proceso y el derecho de defensa. 

En el libelo de demanda se subraya que las garantías enunciadas se violaron, “…pues el estamento demandado, no notificó a los accionantes los actos administrativos impugnados, ni los inscribió en los folios de matricula inmobiliaria respectiva, y práctico pruebas (dictamen pericial), a los cuales otorgó pleno valor, sin correr traslado a las partes, negando toda oportunidad de controvertirla.” En consecuencia, las personas afectadas con los actos administrativos cuestionados, sólo se enteraron de su existencia cuando ya era demasiado tarde y contra ellos no procedía recurso alguno. 

3. Las resoluciones demandadas incurren en falsa motivación y desviación de poder.

El actor reitera que al incluirse en las resoluciones predios distintos al mencionado en el acuerdo 018 de 1990, el alcalde no sólo se extralimitó sino que además incurrió en una falsa motivación. El defecto de validez lo sustenta en el hecho de que al momento de describir el lote afectado con la medida de extinción de dominio expresó que éste tenía una medida de 65 hectáreas. Esta afirmación no es cierta, como quiera que el mismo folio de matricula inmobiliaria señala que de esa extensión deben excluirse 1.855.25 m2, y por ende,  se puede colegir que toda esa área no es de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo.

De otra parte, se incurrió en desviación de poder porque aún cuando se ha hecho notorio el error en que incurrió la autoridad distrital a través de diferentes acciones de tutela y otros mecanismos legales, ésta se ha mantenido en su posición negando toda posibilidad de defensa.

III. EL PROCESO DE PRIMERA INSTANCIA

La demanda se presentó el 7 de junio de 1996
, a título de pretensiones, a más de la declaratoria de nulidad de los referidos actos administrativos solicitó:

“SEGUNDA.- Como consecuencia de la anterior declaración, en calidad de restablecimiento del derecho, ordénase la cesación de la inclusión o entrega por concepto de proceso extintivo de dominio, de los predios de propiedad de los demandantes, señores RODOLFO DARIO ROCHA ROJAS, TERESITA DEL CARMEN RAMOS DE ROCHA, JORGE JAVIER ROCHA ROJAS y CARLOS ALBERTO ROJAS HUSID; predios que se detallan a continuación por su denominación, medidas, linderos e identificación inmobiliaria y catastral expedida por la oficina de registro de instrumentos públicos y privados de Santa Marta y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, respectivamente (…) 

“TERCERA.- En consecuencia y como restablecimiento del derecho, ordénese al Distrito de Santa Marta – Alcaldía Mayor, que pague totalmente los daños y perjuicios (materiales y morales) ocasionados a los demandantes, señores RODOLFO DARIO ROCHA ROJAS, TERESITA DEL CARMEN RAMOS DE ROCHA, JORGE JAVIER ROCHA ROJAS y CARLOS ALBERTO ROJAS HUSID, al expedir inconstitucional e ilegalmente los actos administrativos acusados y declarados nulos.

“CUARTA.- Se considerará, para todos los efectos legales, que no ha existido extinción de dominio sobre los predios de propiedad de los demandantes, y menos aún, considerarlos como terceros  titulares de otros derechos reales del predio identificado con la Matrícula Inmobiliaria No. 080-0002251 y Cédula Catastral No. 00-1-001-106 de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo, o quien aparezca como titular de dominio en el respectivo folio inmobiliario. 

“QUINTO.- La liquidación de la anterior condena deberá realizarse de manera concordante con los artículos 176, 177 y 179 del Código Contencioso Amdinistrativo.”

El 19 de junio de 1996 se admitió la demanda por el Tribunal Administrativo del Magdalena
 y se notificó a la entidad demandada.  El apoderado del DISTRITO DE SANTA MARTA en la contestación
, se opuso a la totalidad de las pretensiones, declaró que el procedimiento de extinción de dominio se ajustó a lo dispuesto en la ley 9ª de 1989, que el actor no fue parte ni se constituyó como tal en la actuación administrativa pues era un simple tercero de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 92, que no se agotó la vía gubernativa como requisito de procedibilidad de la acción y que carece de legitimación en la causa para interponer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Adicionalmente, señala que la acción está caducada, que el fallo de tutela en que basa sus pretensiones fue revocado y que los medios por los cuales obtuvo la propiedad de un inmueble público son inoponibles a la alcaldía.

Indicó que la ley 9ª de 1989 impone a todo propietario de inmuebles urbanos la obligación de usarlos y explotarlos de conformidad con las normas sobre usos del suelo y atendiendo las prioridades de desarrollo físico, económico y social contenidas en el plan de desarrollo, como quiera que al derecho de propiedad le es consustancial una función social. Así las cosas, quien no cumpla la obligación señalada puede ser objeto de extinción de dominio, de acuerdo con lo consagrado en los artículos 82 a 92 de la Ley de reforma urbana. 

Afirmó que desde el mismo instante en que se da comienzo al procedimiento administrativo se ordena la comparecencia del propietario inscrito, se procede a registrar en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos la iniciación del trámite, con el objeto de dejar por fuera del comercio el bien afectado. Luego de permitir la participación de los interesados, el proceso termina con la extinción del dominio del propietario inscrito, ordenando la ley que los derechos de otras personas adquieran el carácter de utilidad pública o interés social, para que la entidad mediante enajenación voluntaria o bien por expropiación pague las indemnizaciones que correspondan. 

Consideró que la ley 9ª de 1989 diferencia entre acción de revisión y acción de nulidad y restablecimiento del derecho, correspondiendo la primera a todas aquellas personas  que tengan la calidad de intervinientes en el procedimiento administrativo, mientras la segunda sólo puede incoarse por quien  sea afectado directamente con el acto administrativo de extinción. Por ende,  concluyó que “frente a un proceso que extinga el dominio exclusivo de una persona, todos los terceros, ya sean titulares de otros derechos reales inscritos, poseedores materiales o simples retenedores, incurren en un grave error al promover una acción de nulidad y restablecimiento del derecho que no les compete a ellos, pues si el dominio que se ha extinguido no les pertenece sólo a quien le pertenezca tendrá personería para reclamar un restablecimiento.”

Adicionalmente, señaló que al proceder en contra del acto administrativo que declara la extinción del dominio la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, se debe aplicar el régimen general establecido en el C.C.A, lo cual necesariamente implica la obligación de agotar la vía gubernativa  mediante la interposición del recurso de reposición. Si este medio de impugnación no es utilizado, no es posible acudir a la jurisdicción contencioso administrativa.  De igual modo, es aplicable el término de caducidad, que para el caso concreto es de cuatro meses. 

También indicó que durante todo el trámite administrativo adelantado se realizaron múltiples actuaciones de emplazamientos y edictos y aún así los demandantes no se hicieron presentes, no solicitaron pruebas, ni interpusieron los recursos de la vía gubernativa. Así mismo, en la inspección ordenada y practicada el señor JOSE JAIME PACHECO adujo ser propietario de un lote que físicamente estaba en el terreno que se extinguía pero que supuestamente detentaba matricula inmobiliaria diferente, por lo que solicitó a los peritos aplicar la cláusula segunda de la escritura 3539 de 1978.

Sólo después de que ya se habían decidido las impugnaciones y no proceder  contra la decisión de la administración recurso alguno, el señor JOSE JAIME PACHECO interpuso reposición, la cual fue rechazada por extemporánea mediante la resolución No. 640 de 17 de noviembre de 1995. Por estas razones, la situación jurídica de los demandantes es la de unas personas faltas de personería sustantiva y adjetiva para reclamar la legalidad de la extinción. 
Finalmente, reiteró que se encuentra probada la caducidad de la acción, como quiera que  “…la Resolución de Extinción se profirió el día 12 de julio de 1995 y se confirmó el día 13 de octubre del mismo año, quedando ejecutoriada el día 15 de noviembre de 1995, tal como puede constatarse en el expediente administrativo adelantado, por los que los cuatro meses de la caducidad al empezar a contarse desde esa fecha venció el día 15 de marzo de 1996, la demanda presentada el día 15 de junio de 1996 ya se encontraba caducada y el tribunal nunca debió admitirla.”

Los demandantes afirman que la propiedad de tres de sus lotes proviene de una compraventa hecha a Sonia Hernández Molina quien, a su vez, la había adquirido de José Jaime Pacheco Gamez y éste a su turno igualmente, por sentencia de prescripción agraria proferida por el juzgado 2º civil del circuito de Santa Marta. Igualmente, otro de los supuestos inmuebles fue adquirido por compraventa hecha a la empresa COINCA LTDA, quien a su vez lo había adquirido por sentencia de adjudicación proferida por el mismo juez el 3 de junio de 1987.  

En virtud de lo anterior, el demandado analiza la situación de José Jaime Pacheco Gamez.  De las pruebas recaudadas en la actuación administrativa se desprende que la venta realizada (escritura 768 de 1968) al iniciar la cadena titularía es la de unas mejoras sobre el predio consistente en una casa, cercas, ranchos, pastos, pancoger y algunos árboles frutales.  En la sentencia del Juzgado 2 se puede observar que fue José Jaime Pacheco quien demandó a Rosario Pachecho, la cual se allanó completamente a las pretensiones, declaraciones y pruebas del demandante sin controvertir nada. Como puede observarse, fue el demandante quien hizo aparecer a la demandada como propietaria. 

Mientras lo anterior ocurría, de acuerdo a los términos de la escritura 0717 de 1971 en que la nación traspasa su propiedad al ICF, la nación en ejercicio de las atribuciones del Código Nacional Fiscal venía ejerciendo sobre el terreno, hasta ese momento, su debida posesión desde antes de 1941, tal como se establece en la escritura 1248. Más tarde,  el ICBF traspasa la propiedad a la Corporación Nacional de Turismo. Por tanto, cuando en 1968 se vendieron las mejoras a la señora Rosario Pacheco, éstas se encontraban en terreno propiedad de la nación, situación que no cambia cuando ésta declara ante notario que era propietaria, ni con lo señalado por el Juzgado. 

Por tanto, la situación de los demandantes, frente al lote objeto de controversia, es la de poseedores, por lo que a la luz del artículo 92 de la ley 9ª de 1989 deben ser llamados a trámite de “negociación voluntaria” o “expropiación”, para poder dar un desarrollo integral al terreno en los términos fijados en normas superiores. 

De otro lado, los derechos alegados son inoponibles al Distrito, como quiera que las ventas de las que se habla en la demanda se formalizaron escriturariamente los días 2 de mayo de 1995 (escritura 0750); 19 de mayo de 1995 (escritura 926) y 20 de junio de 1995 (escritura 1134), es decir, mucho tiempo después de que se había iniciado el trámite de extinción de dominio sobre todo el terreno y de que se hubiera registrado esta circunstancia en la Oficina de Instrumentos Públicos (25 de abril de 1995). 

En auto del 17 de abril de 1997
, el Tribunal Administrativo del Magdalena ordenó notificar el auto admisorio de la demanda a la Corporación Nacional de Turismo de Colombia, al considerar que esa entidad podía tener interés en el resultado del proceso. 

El 2 de octubre de 1998
 la Corporación Nacional de Turismo – en liquidación presentó memorial de intervención en el proceso con el objeto de obtener la nulidad de las resoluciones demandadas. Señaló como disposiciones vulneradas los artículos 4, 29, 58, 63, 83, 203, 209 y 332 de la Constitución; 674, 1603 del Código Civil; 3, 30, 66 y 73 del Código Contencioso Administrativo; 240 del Código de régimen municipal; 106 y 321 del Código de Minas; 141 del Código de Procedimiento Civil; 12 de la Ley 153 de 1887; 80.a, 80.b, 81, 89 y 92 de la Ley 9ª de 1989; el Decreto 633 de 1995; la resolución 0555 de 1993 expedida por el Ministerio de Comercio Exterior; el acuerdo 018 de 1990 del Concejo Distrital de Santa Marta, y; el Código urbanístico de Santa Marta. Como argumentos de violación expuso:

1. Las resoluciones demandadas fueron expedidas sin competencia del Alcalde, toda vez que la sociedad operadora de la Zona Franca Turística denominada Pozos Colorados, continúa integrada por la CORPORACIÓN NACIONAL DE TURISMO, el INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL y la ALCALDÍA DE SANTA MARTA. Como puede observarse el funcionario que tomó la decisión de extinción del dominio se constituyó a la vez en juez y socio de la sociedad mencionada, adquiriendo una doble calidad  que le imponía obligaciones, deberes y responsabilidades independientes. Por este motivo, durante el procedimiento administrativo se recusó al burgomaestre para que se apartara del adelantamiento de la actuación administrativa, con base en el numeral 11 del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, pero la solicitud no fue resuelta, de allí que esta circunstancia causó una ausencia de imparcialidad y objetividad en las decisiones asumidas y una vulneración del derecho a un proceso justo.

2. los actos administrativos demandados son nulos por desconocer el derecho de audiencia y de defensa de los terceros que se vieron afectados con la decisión de extinción de dominio. 

3. El alcalde carecía de facultades legales para expedir el acto administrativo demandado, incumpliendo así los presupuestos exigidos por el artículo 82 de la Ley 9ª de 1989, como quiera que la declaratoria de desarrollo prioritario asumida  en el Acuerdo 018 de 1990 carece de respaldo legal, ya que para tomar esta decisión se debe consultar el plan de desarrollo, el cual no existía. Además no se habían expedido las normas referentes al uso del suelo. 

4. En el procedimiento de extinción de dominio no se dio cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 92 de la Ley 9ª de 1989, pues no se agotó la etapa de enajenación voluntaria. 

5. Los actos administrativos acusados no tuvieron en cuenta que el área geográfica afectada estaba constituida como zona franca turística, por disposición del Ministerio de Minas era una Mina de Sal y un bien de propiedad estatal, lo cual le daba las características de imprescriptibilidad, inalienabilidad e inembargabilidad. Así mismo, se habían levantado construcciones que no podían ser objeto de extinción de dominio.  La resolución 0555 de 1993 proferida por el Ministerio de Comercio Exterior, mediante la cual se constituye la Zona Franca Turística de Pozos Colorados, enmarca el predio dentro de una afectación especial con el propósito de cumplir finalidades estatales, razón por la que la alcaldía de Santa Marta en su condición de socia debía dar cumplimiento a los cometidos derivados de la calidad de zona franca y no “…truncar la posibilidad de integración y mejoramiento de las relaciones internacionales del país y de progreso para la nación.” 

El 18 de agosto de 1998, el Tribunal administrativo del Magdalena remitió la actuación al Consejo de Estado por falta de competencia. La Corporación mediante auto de 14 de abril de 1999
 asume el conocimiento del proceso, advirtiendo que las actuaciones adelantadas se tendrían como válidas por ser compatibles  con el procedimiento establecido para la resolución del caso concreto.

Luego de agotada la etapa probatoria,   el ministerio público rindió concepto
 en el que expresó: al no ser notificados los actos administrativos enjuiciados a los demandantes no puede concluirse que operó el fenómeno de caducidad de la acción. Respecto de la situación de los inmuebles de la parte demandante señaló: “(…) la causa para demandar la nulidad de los actos enjuiciados la radican los actores en la afirmación de que en el proceso de extinción, la demandada cobijó inmuebles que son de su propiedad, haciendo caso omiso de que conforme aparece en el certificado de tradición, hay una porción excluida del área de tal inmueble. Tal afirmación, como se puede constatar del contenido de los actos enjuiciados, no corresponde a la realidad, como quiera que desde el acto que dio inicio al proceso de extinción de dominio, pasando por el que decidió el procedimiento, hasta culminar con el que ordenó la entrega del bien cuyo dominio se extinguió, la administración demandada siempre tuvo presente que del área correspondiente al inmueble sobre el cual recayó la extinción de dominio, debía excluir 1.851 m2, 25 decímetros.”

De lo anterior, concluyó que de la comparación entre el predio cuya propiedad fue extinguida a la Corporación Nacional de Turismo, a través de los actos enjuiciados, con el inmueble descrito en el folio de matrícula inmobiliaria No. 080-0002251, muestra que no se afectó el derecho de propiedad de los demandantes sobre los inmuebles denominados “Dorcino”. Por este motivo, solicitó que se nieguen las suplicas de la demanda. 

IV. CONSIDERACIONES

A efectos de adoptar una decisión definitiva, esta Sub-sección procederá en primer lugar a analizar su competencia (punto 1); luego,  estudiará la naturaleza jurídica de los actos demandados (punto 2); posteriormente, se hará referencia a la configuración de la institución de cosa juzgada respecto de los cargos formulados por la Corporación Nacional de Turismo (punto 3); a continuación, se abordará la cuestión de si la parte demandante probó en el proceso la calidad de propietaria en el proceso, como aspecto fundamental para determinar si se presenta el requisito de legitimación la causa por activa, y (punto 4); sólo en el supuesto en el que el anterior interrogante sea respondido de forma afirmativa se procederá a analizar las excepciones propuestas y los cargos formulados (punto 5).

1. La competencia para conocer del caso objeto de estudio

La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para conocer en única instancia de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho que interpongan los sujetos afectados, contra actos administrativos relacionados con la declaración administrativa de extinción del dominio o propiedad de inmuebles urbanos, de conformidad con lo establecido en el artículo 128.10 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 13.8 del Acuerdo 58 de 1999 del Consejo de Estado. 

2. La naturaleza jurídica de los actos demandados. 

La revisión de las resoluciones demandadas
, es un aspecto fundamental, en atención a que la normativa vigente concibe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho sólo frente a actos administrativos
, es decir, manifestaciones de la voluntad, en ejercicio de la actividad propia de las autoridades administrativas, de otras entidades públicas o de los particulares en ejercicio de la función administrativa, con capacidad de producir efectos frente a un sujeto de derecho o ante un grupo determinado o indeterminado de ellos, de manera indiferente a la anuencia de éstos.

El alcalde como autoridad de carácter administrativo encuentra su fundamento en lo dispuesto en los  artículos 314  y 315 de la Constitución Política; la primera disposición señala que en cabeza de cada municipio debe haber un alcalde, el cual, además de ser el representante legal de la entidad local es la suprema autoridad administrativa; por su parte, la segunda norma trae un listado de atribuciones, entre las que se encuentra la de hacer cumplir la constitución, la ley, los decretos del gobierno, las ordenanzas y los acuerdos del concejo. Es en virtud de esta competencia, que se reconoce en cabeza del burgomaestre una necesaria potestad normativa, la cual comprende no sólo la posibilidad de proferir disposiciones de contenido general que permitan la implementación de las decisiones asumidas por el órgano colegiado sino además la factibilidad de expedir actos administrativos individuales (favorables o desfavorables), o lo que es igual, encaminados a afectar situaciones jurídicas individuales y concretas. Estos preceptos son reiterados por los artículos 84 y el literal a, numeral 6 del artículo 91 de la Ley 136 de 1998, disposición última que asigna como función del burgomaestre la de “reglamentar los acuerdos municipales”. 

Ahora bien, ha señalado esta sub-sección
 que, en el caso de los municipios, las normas de mayor relevancia son los denominados acuerdos, actos emanados de la corporación administrativa de naturaleza reglamentaria
. Se trata de verdaderos actos administrativos de contenido general que desarrollan disposiciones legales y en algunas oportunidades directamente a la constitución. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con otros reglamentos, generan verdaderos micro ordenamientos jurídicos, como quiera que una vez son proferidos pueden ser objeto de desarrollo por el Alcalde, también a través de reglamentos, normas que a su turno, en no pocos supuestos, requieren para su ejecución de la expedición de actos administrativos individuales.  En definitiva, se trata “…de un doble proceso reglamentario sobre un mismo contexto material: el primero, realizado por el organismo administrativo conforme al mandato constitucional; y el segundo, tendiente a su viabilización, realizado por la autoridad ejecutora con el fin de darle cumplimiento efectivo
.”  

Se trata de auténticos ordenamientos jurídicos conformados por las normas emanadas de los órganos municipales y sujetos de manera estricta al principio de jerarquía. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con el ordenamiento jurídico estatal estos no son generales, originarios, soberanos y absolutos sino particulares (responden a necesidades diferenciadas), derivados, no soberanos y relativos
.

Vistas así las cosas, en el contexto de la Ley 9ª de 1989
, normativa vigente en el momento de expedirse las resoluciones cuestionadas, los planes de desarrollo urbano como normas de carácter reglamentario encaminados a la determinación de los usos del suelo en el territorio municipal, debían ser expedidos por los Concejos de cada municipio, al igual que ocurría con la determinación de las zonas definidas como de desarrollo prioritario. Luego de la expedición de estos acuerdos, se radicaba en cabeza del alcalde la competencia de proferir preceptos de carácter secundario a efectos de precisar las normas urbanísticas, y la posibilidad de tomar decisiones particulares y concretas para hacer posible un crecimiento ordenado del territorio municipal, a través de los denominados instrumentos de policía administrativa o de disciplina (licencias y sanciones) o de instrumentos propios de gestión urbana que pueden conllevar formulas negociadas o impositivas según el caso (enajenaciones voluntarias, expropiación y extinción del dominio).

De lo hasta aquí desarrollado se puede colegir que las Resoluciones 396 del 12 de Junio de 1995 y 561 del 13 de octubre de 1995 son verdaderos actos administrativos, como quiera que se trata de la utilización de un instrumento propio de la gestión urbanística, de manera concreta, la afectación de la propiedad sobre un inmueble urbano por la medida administrativa de extinción de dominio para hacer posible el desarrollo de una zona calificada como de interés prioritario.   

No puede decirse lo mismo de la resolución No. 113 de marzo 15 de 1995, por medio de la cual “se declara iniciado  el proceso de extinción de dominio del inmueble con cédula catastral No. 00-1-001-106 y matrícula inmobiliario No. 080-0002251, pues no constituye un acto administrativo sino  uno de trámite, ya que  no pone fin a una actuación administrativa, ni en el caso concreto evitó su continuación; se trata de un pronunciamiento que permite el impulso del procedimiento o que da lugar al desarrollo de la etapa siguiente que debe cumplirse para proferir un pronunciamiento definitivo ajustado a la legalidad y a la garantía fundamental del debido proceso.  

Por consiguiente, no es posible pronunciamiento alguno porque de acuerdo con el artículo  135 del C.C.A., los actos demandables ante la jurisdicción contencioso administrativa son aquellos que ponen término a un procedimiento administrativo, disposición que debe complementarse con lo dispuesto en el artículo 85 en el que se consagra la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos, categoría ya delimitada en esta providencia y perfectamente diferenciable de los llamados actos de trámite. 

Tampoco es enjuiciable la Resolución No. 136 del 25 de abril de 1996, “por la cual se precisa la orden de entrega de un bien”, como quiera que es un acto de ejecución que constituye una operación administrativa encaminada a materializar la decisión de la administración, esta sí  contenida en las resoluciones 396 y 695 de 1995. En consecuencia, no se trata en estricto sentido de una manifestación unilateral de la voluntad tendiente a producir efectos jurídicos sino de un acto posterior a ésta, encaminada a posibilitar que, en ejercicio de la denominada “autotutela administrativa”, se ejecute una determinación asumida por la autoridad administrativa, en concreto, precisar el cómo se va a dar la entrega de un inmueble sobre el cual recayó una declaración de extinción de dominio. 
3. Declaración de Oficio de la excepción de cosa Juzgada. 

La inmutabilidad de las sentencias constituye una garantía dentro del ordenamiento jurídico. Las sentencias judiciales gozan de la cualidad de invariabilidad o inmutabilidad como un sello o impronta de seriedad, y como una manera de “poner término al estado de incertidumbre que surgiría si quien obtuvo providencia, no acorde con sus intereses, pudiera seguir planteando la misma controversia hasta lograr un fallo que se ajuste a sus particulares propósitos”
 

De tal modo, que asegurar una decisión definitiva se convierte en una forma de garantizar que las controversias no se tornen indefinidas. Otorgar, el carácter de “definitiva” a una decisión, implica que la sentencia como modo particular de expresión de la soberanía  del Estado, asegure a la comunidad que los asuntos resueltos no pueden volver a ser objeto de discusión. Por consiguiente, el principal efecto de la institución estudiada, es precisamente  el evitar que entre los mismos sujetos, por los mismos supuestos fácticos, por igual motivo y por iguales pretensiones se pueda entablar un segundo debate procesal.

Diferentes son los fundamentos que la doctrina ha desarrollado para explicar la institución de la cosa juzgada: algunos defienden la idea de que la sentencia se encuentra revestida de una presunción de verdad, otros que abogan  por esta posición  a dicha verdad la enmarcan dentro de una presunción de ley;
 hay quienes proclaman que es una manifestación  de los efectos producidos por la sentencia
; algunos autores la explican como una expresión de la soberanía del Estado y particularmente del ejercicio de la protestad jurisdiccional, la cual se encuentra acompañada de la posibilidad de imposición.
 Como podemos observar, cada una de estas construcciones teóricas y dogmáticas nos conduce al aspecto con el que comenzamos el desarrollo del presente acápite: la imposibilidad para las partes de volver a debatir procesalmente una asunto que verse sobre las mismas pretensiones que ya han sido discutidas en otro proceso y una prohibición para el juez de no modificar una sentencia cuando esta tiene el carácter de definitiva.  Por ello, la Sala ha afirmado que el carácter inalterable de la sentencia ocasiona que ésta “se erija como una certeza procesal y material definitiva que  no admite discusión”

Así, por regla general, la cosa juzgada opera cuando se ventilen dos procesos sobre el mismo objeto, que se funden en la misma causa y en los cuales exista identidad jurídica de las partes, y en uno de ellos se haya proferido sentencia que se encuentre debidamente ejecutoriada.

Dada la connotación de rogada de la justicia administrativa en Colombia, unos son los efectos en el caso de que en el proceso se declare la nulidad del acto administrativo demandado, y otros, aquellos que se derivan en el evento de que no prosperen las pretensiones. En el caso de que la decisión de la administración sea declarada contraria al ordenamiento jurídico, la institución de la cosa juzgada se supedita a la confrontación normativa propuesta en la demanda, de manera que resulta perfectamente posible un segundo pronunciamiento sobre la legalidad de un mismo acto administrativo, siempre que los cargos de ilegalidad alegados por el actor sean distintos.

Estas particularidades de la institución de la cosa juzgada en materia de acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, encuentra referente jurídico positivo, en el artículo 175 del Código Contencioso Administrativo en los siguientes términos:

“La sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo tendrá fuerza de cosa juzgada “erga omnes”.”  “La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada “erga omnes” pero solo en relación con la “causa petendi” juzgada”.

La Sala constata que la Sección Tercera mediante sentencia de 26 de julio de 2011
, con ponencia de este despacho, se pronunció sobre idénticos cargos formulados por la Corporación Nacional de Turismo, quien en proceso de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos administrativos enjuiciados en éste proceso, actuó como coadyuvante de la parte demandante. La Sala observa que la formulación del concepto de la violación no sólo concuerda en su totalidad, sino que además existe coincidencia respecto de la actividad probatoria desplegada. En esa oportunidad se negaron las pretensiones por las razones que a continuación se transcribirán: 
“(…) Los cargos formulados en la coadyuvancia

“5.1. Ausencia de competencia del alcalde para proferir las resoluciones demandadas.

“El apoderado de la CORPORACIÓN NACIONAL DE TURISMO – EN LIQUIDACIÓN indica que el alcalde carecía de facultad legal para expedir las resoluciones demandadas, incumpliendo el artículo 82 de la Ley 9ª de 1989, toda vez que la declaratoria de desarrollo prioritario asumida en el Acuerdo 018 de 1990 se expidió sin consultar el plan de desarrollo y sin que existieran normas referentes al uso del suelo. 

“El cargo formulado no está llamado a prosperar por las siguientes razones:

“1. El artículo 82 de la Ley 9ª de 1989 confiaba a los alcaldes el inicio de los procesos de extinción de dominio de aquellos inmuebles que no cumplieran con la función social que les fuera asignada. Así mismo, al burgomaestre le correspondía la competencia de decidir respecto de la afectación del derecho de propiedad, ya que de acuerdo con el artículo 86 del mismo cuerpo normativo, debía expedir resolución motivada  mediante la cual finalizara el procedimiento administrativo y declarara la extinción de dominio. 

“2. La anterior competencia estaba condicionada a la existencia de una causa exstintionis,  que para el caso objeto de estudio se encontraba contenida en el artículo 80.a de la ley 9ª de 1989, disposición según la cual procedía la extinción de dominio en aquellos supuestos en que concurrieran las siguientes circunstancias: a. que fueran declarados por el concejo como de desarrollo prioritario; b. que se tratara de inmuebles urbanizables pero no urbanizados, y; c. que en los dos años siguientes a la declaratoria estos inmuebles no sean objeto de urbanización. 
“3. De los anteriores tres presupuestos, sólo el primero es objeto de cuestionamiento por el coadyuvante, razón por la cual la Sala se restringirá al mismo. Así las cosas, en el proceso se encuentra demostrado que previa a la decisión del Alcalde de Santa Marta de iniciar el procedimiento y expedir el acto que declaró la extinción de dominio de pozos colorados, el Concejo municipal había expedido el acuerdo 018 de octubre de 1990
, “por medio del cual se concede autorización al alcalde para trazar normas en materia de desarrollo urbano y se dictan otras disposiciones.” (…)

“(…) 4. El coadyuvante alega que la declaración de desarrollo prioritario se expidió sin consultar el plan de ordenamiento urbano, no obstante en el expediente esto no se haya demostrado, como quiera que no se aportó copia de este acto administrativo para que el juez pudiera realizar el estudio del concepto de la violación formulado. Es menester recordar que la carga de la prueba en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho le corresponde al demandante quien tiene el deber de demostrar las acusaciones que formula contra las decisiones de la administración, las cuales, por gozar de una presunción de legalidad deben someterse al control judicial para poder ser anuladas. Una interpretación distinta sería contraria al artículo 177 del C.P.C., como quiera que esta disposición preceptúa: “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas jurídicas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.”

“5. Así mismo, se señala que en el momento en el que se expidió el acuerdo 018 de 1990 aún no se habían expedido las normas urbanísticas referentes a usos del suelo. Es cierto que en el momento de la toma de decisión de declarar de interés prioritario el área de pozos colorados aún el Distrito no había reglamentado lo referente a los usos del suelo, ello se desprende del artículo segundo del acto administrativo proferido por el Concejo
: (…)

“(…) Así las cosas, aún cuando en el momento de la declaratoria de interés prioritario no existieran las normas urbanísticas para el área de “pozos colorados”, ello no altera la validez de la declaratoria de extinción de dominio, ya que en el mismo acuerdo en el que se afecta el bien al cumplimiento de una función social se autoriza a la administración para que haga la reglamentación de las normas contenidas en el plan de ordenación urbana del Distrito.  Basta recordar lo expuesto por la Sala cuando se ocupó de analizar la naturaleza jurídica de las resoluciones demandadas para reiterar que en el ámbito local las normas expedidas por el órgano corporativo dan lugar a procesos de reglamentación secundarios, a la generación de verdaderos micro – ordenamientos jurídicos. Es el caso de las normas urbanísticas, toda vez que los planes fijan a gran escala el modelo de ciudad que se quiere alcanzar (allí se hallan las denominadas normas urbanísticas estructurales y generales), pero la labor de precisión corresponde a la administración (alcalde y oficinas de planeación)  la cual debe al detalle precisar la altura de las construcciones, la medida de antejardines, las zonas de espacio público, los usos preferentes, restringidos y prohibidos  que se puedan dar, etc., mediante procesos de planificación secundaria y que en la actualidad se ven reflejados en instrumentos como los planes parciales, las fichas normativas, las unidades de planeación zonal, etc. 

“Por otra parte, señala la coadyuvancia que el defecto de competencia de los actos administrativos demandados se deriva de que la sociedad operadora de la Zona franca Turística denominada Pozos Colorados, se encontraba integrada por la Corporación Nacional de Turismo, el Instituto de Fomento Industrial y la Alcaldía de Santa Marta. Esta circunstancia ocasionó que el funcionario que tomó la decisión (el alcalde) se constituyera a la vez en juez y socio de la sociedad demandada, adquiriendo una doble calidad que le impedía pronunciarse en el procedimiento de extinción de dominio. Por este motivo el burgomaestre fue recusado, pero esta solicitud no fue resuelta. 

Este cargo tampoco está llamado a prosperar, toda vez que los elementos probatorios que podrían haber dado sustento a la afirmación realizada no fueron allegados al proceso. De nuevo la Sala reitera la importancia se asumir el deber que tienen las partes  de probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.  Así las cosas, no se allegó el documento que probara la conformación de la sociedad operadora de la Zona Franca Turística denominada Pozos Colorados y tampoco copia de la solicitud elevada recusando al alcalde. 

“5. 2. los actos administrativos demandados son nulos por desconocer el derecho de audiencia y de defensa de los terceros que se vieron afectados con la decisión de extinción de dominio. 

“El cargo formulado no está llamado a prosperar, como quiera que en el escrito de coadyuvancia sólo se hace la afirmación de que los actos administrativos demandados vulneraron el derecho de audiencia y defensa de terceros afectados, pero no se hace mayor análisis de la acusación formulada, así como tampoco se aportaron pruebas al proceso que respalden su dicho. Aún así, la Sala analizará los actos acusados para determinar si en la ejecución del procedimiento se dio cumplimiento a los presupuestos de publicidad exigidos por la ley 9ª de 1989. 

“1. En los antecedentes referenciados en la Resolución No 396 de 1995, se señala que la resolución 113 de 1995 (por medio de la cual se declaró iniciado el procedimiento de extinción de dominio)  fue notificada a quien aparecía como propietario del inmueble afectado, así como a los demás titulares  inscritos siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 88 de la Ley 9ª de 1989. (…)

“(…) Así las cosas, de los apartes transcritos se concluye sin dificultad que el Distrito de Santa Marta cumplió con el deber de publicidad del acto que dio inicio al procedimiento de extinción de dominio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de la ley 9ª de 1989, garantizando de esta forma que tanto los terceros determinados (titulares de derechos reales inscritos) como los indeterminados (titulares de derechos reales no inscritos) se hicieran parte en la actuación administrativa. De allí que, se adelantaron las gestiones tendientes a notificar de manera personal la resolución No. 113 de 1995, y cuando dichas notificaciones no se pudieron realizar se fijaron edictos emplazatorios en las dependencias de la Alcaldía por un término de 15 días hábiles, se envió por correo certificado  copia de los edictos a las direcciones de varios de los posibles afectados, se fijó edicto en el inmueble y se realizó  difusión en medios de comunicación de amplia circulación (prensa escrita y radio).

“5.3. En el procedimiento de extinción de dominio no se dio cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 92 de la Ley 9ª de 1989, como quiera que no se agotó la enajenación voluntaria. 

“(…) Para analizar el cargo formulado, la Sala reiterará algunas de las conclusiones a las que arribó cuando abordó el estudio de la institución de la extinción de dominio. Por consiguiente, los argumentos expuestos por la coadyuvancia no prosperaran por las siguientes razones:

“1.  La extinción de dominio no genera derecho a contraprestación económica alguna, ya que como en su momento señaló la Sala, es la máxima intervención sobre el derecho de propiedad y es una respuesta prevista por el ordenamiento jurídico al incumplimiento de la función social que le es consustancial. 

“2. La decisión de extinción de dominio recae directamente sobre quien tiene la calidad de propietario, de forma tal que no afecta a los que tienen sobre el inmueble objeto de la medida derechos reales. 

“3. Por lo anterior, no es posible concluir que la propuesta de enajenación voluntaria del inmueble es un presupuesto procedimental para adelantar el procedimiento de extinción de dominio.

“4. El artículo 92 de la Ley 9ª de 1989 se refiere a un procedimiento administrativo diferente de la extinción de dominio, como quiera que, al no versen afectados los derechos reales que terceros distintos del propietario detentan sobre el inmueble, es necesario que tales posiciones activas sean objeto de expropiación por parte de la autoridad administrativa. 

“5.4. La decisión de la administración es ilegal al no poder recaer la extinción de dominio sobre bienes inmuebles propiedad del Estado. 

“El coadyuvante fundamentó su argumentación en el artículo 1º del artículo 633 de 1995, (…)

“(…) La extinción de dominio sobre el área de Pozos Colorados se decidió el 15 de julio de 1995, fecha para la cual el Consejo de Estado ya había decretado la medida de suspensión provisional sobre la expresión  “…o de propiedad de las entidades públicas”, contenida en la disposición en comento. Así, en providencia del 23 de junio de1995
, esta Corporación señaló: (…)

“Así mismo, el 2 de febrero de 1996, esta corporación declaró nula la disposición aludida con base en las siguientes razones: (…)

“(…) Como puede observarse, en el momento en el que se decidió la extinción de dominio del predio comprendido en el área “Pozos Colorados”, la disposición “…o de propiedad de las entidades de derecho público” contenida en el artículo 1º del Decreto 633 de 1995, ya había sido objeto de suspensión provisional, por ende no era posible exigir de la administración su cumplimiento, pues respecto de la misma había operado el fenómeno de la pérdida de fuerza ejecutoria consagrado en el numeral 1º del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo. En consecuencia, aún cuando la disposición reglamentaria era válida, toda vez que aún no se había declarado su nulidad y por ende su presunción de legalidad no se había afectado, no era eficaz, o lo que es igual no podía ser objeto de ejecución. 

“Por este motivo, la administración de Santa Marta podía declarar la extinción de dominio de un bien de propiedad de una entidad de derecho público que incumpliera la función social asignada, siempre y cuando no se tratara de un bien de uso público. Así las cosas, la calidad del propietario, no constituía en el momento de los hechos un criterio que excluyera el ejercicio de la potestad de la autoridad administrativa, por lo que aquellos bienes de naturaleza fiscal o patrimonial respecto de los cuales el Estado se comporta ejerciendo los atributos propios de la propiedad, que al ser  inmuebles urbanizables  declarados por el Concejo como desarrollo prioritario y que no son urbanizados dentro de los dos años siguientes a tal declaratoria pueden ser afectados por la extinción de dominio. 

“El área denominada “Pozos Colorados” era una zona franca turística, razón por la cual el inmueble objeto de extinción de dominio era un bien de carácter fiscal, por no pertenecer su uso a todos los habitantes del territorio nacional sino por ser propiedad de la Corporación Nacional de Turismo y por estar destinado  exclusivamente a la promoción y desarrollo de la prestación de los servicios en la actividad turística, destinado al turismo receptivo y de manera subsidiaria al subsidio nacional. Entre los usos que podían darse al inmueble se hallaban la prestación de los servicios de alojamiento, de agencias de viaje, restaurantes, organizaciones de congresos de transporte, actividades deportivas, artísticas, artísticas, culturales,  congresos y servicios de transporte
. Así las cosas, como se trataba de un inmueble respecto del cual la administración se comportaba como un propietario (de ahí el calificativo de patrimoniales) no se encontraba comprendido dentro de las excepciones contempladas en la Ley 9ª de 1989 y por ello las razones esgrimidas en la coadyuvancia no están llamadas a prosperar. “

4. Ausencia de prueba en el proceso de la condición de propietario de la parte demandante. 

El artículo 85 del C.C.A. preceptúa que toda persona que se crea lesionada en un derecho amparado  en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo y se restablezca en su derecho.  Así las cosas, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho es un mecanismo procesal que requiere del requisito procesal de legitimación en la causa por activa, toda vez que es un presupuesto indispensable que quien acude ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo se vea afectado con una decisión de la administración, siendo una carga procesal demostrar con la interposición de la demanda la existencia de tal interés, o lo que es igual, la condición subjetiva que lo habilita para actuar
. 

En el proceso la parte demandante afirma que los actos administrativos demandados afectaron su derecho de propiedad sobre los inmuebles con M.I. Nos. 030-0052558, 080-0052486, 080-040491 y 080-0045520; y, C.C. No. 01-100065-0022000, 01-10-0065-0021000, 01-10-0065-005000 Y 01-10-0065-003000; de hecho, cada uno de los argumentos esgrimidos en el concepto de la violación se relacionan directamente con la condición de titular del derecho de dominio sobre varios lotes, que en su concepto, fueron incluidos en la declaratoria de extinción de dominio desconociendo el alcance del acuerdo 018 de 1990, expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta e incurriendo por este motivo en falsa motivación y desviación de  poder. Adicionalmente,  el cargo relacionado con la ausencia de notificación y no inscripción de la actuación administrativa en el folio de matricula se relaciona directamente con los condicionamientos que en su momento la ley 9ª de 1989 exigía de la autoridad municipal respecto del propietario afectado. 

Por consiguiente, el interés en el que actuaron los demandantes fue en calidad de propietarios, circunstancia que debían probar necesariamente en el proceso para que el juez administrativo procediera a pronunciarse sobre las acusaciones en contra de los actos administrativos demandados y, proceder si era el caso, a restablecer los derechos conculcados. 

Sobre la propiedad de los inmuebles se tiene que, con la demanda, se adjuntó copia simple de las escrituras 0759 de 2 de mayo de 1995, 926 de 19 de mayo de 1995, 366 de febrero 28 de 1996, 4841 de 29 de noviembre de 1994 y 1134 de 20 junio de 1995. De igual modo,  se aportaron copias simples de  folios de la oficina de instrumentos públicos referentes a los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias: 080-0052558, 080-0052486, 080-00440491, 080-0045520, 080-0002251
.  Posteriormente, durante el transcurso de la actuación judicial se allegó copia auténtica de los certificados de tradición y libertad
. Como puede observarse, las copias de las escrituras  aludidas no cumplen con algunos de los supuestos previstos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, para ser reconocidas como auténticas. En la demanda, de otro lado, no se solicitó ninguna otra prueba que estableciera la propiedad de los bienes   por los que se reclama. 

De acuerdo con lo anterior, los demandantes no acreditaron su condición de propietarios de los inmuebles supuestamente afectados. Debe recordarse que para la adquisición del dominio de un bien, en el derecho colombiano, se requiere la concurrencia del título y el modo:

“Para la cabal comprensión de la cuestión parece necesario recordar que el Código Civil Colombiano adoptó en materia de la adquisición y transmisión de los derechos reales el sistema del título y el modo cuyo antecedente histórico debe encontrarse en la “traditio” romana, pero cuya elaboración doctrinaria suele atribuirse a los expositores de la edad media, quienes la extendieron a los demás derechos reales, amén de que, apoyándose en los conceptos escolásticos de la causa próxima y la causa remota, concibieron los conceptos de título y modo para identificar dos fenómenos disímiles aunque estrechamente ligados por una relación de causalidad: mediante el título el interesado adquiere la mera posibilidad de que la transferencia del derecho se produzca, es decir que se erige en condición necesaria para que ese traspaso, apenas latente, se haga efectivo; en cambio, como la tradición concretaba o hacía efectiva esa transmisión, se le denominó como el modo.

“De suerte que en el ordenamiento patrio, el título no transfiere por sí mismo el dominio, por supuesto que éste únicamente genera para el acreedor el derecho a obtener la propiedad del bien que constituya el objeto de la prestación y para el deudor el deber de hacer la tradición prometida, tradición que deviene, entonces, como aquella convención que hace efectiva la transferencia debida mediante la entrega que del bien hace el dueño al acreedor, “habiendo por una parte facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo” (art. 740 ejusdem), definición a la que restaría solamente añadirle que por mandato del artículo 756 ibídem, si de inmuebles se trata, aquella se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos”
.

En efecto, la única forma conocida, para efectuar la tradición de inmuebles, es la de inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos; así lo reiteró la Sala en sentencia del 24 de agosto de 2000, en la que se señaló: 

“De conformidad con el artículo 756 del Código Civil, la tradición de bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos, lo cual significa, que si el título no se registra no se transmite el derecho (art. 756 C.C.).

“En este orden de ideas, el titular del derecho de dominio de un bien inmueble es quien aparece inscrito como tal en la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo correspondiente, como lo dispone el Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos (decreto ley 1250 de 1970), que regula las inscripciones en la matrícula inmobiliaria y tiene como objeto -el registro-, servir de medio de transmisión de la propiedad inmueble y de constitución de los derechos reales desmembrados de la misma, como de las limitaciones que se le impongan y de dar publicidad a la titularidad de los derechos reales inmobiliarios y a las limitaciones que los afecten. La propiedad y demás derechos reales en bienes inmuebles, solo existen y se transmiten mediante la inscripción en la matrícula inmobiliaria.
 

“Por tanto, la publicidad que se le da al titular o titulares del derecho de dominio y a la situación jurídica en que se encuentra determinado inmueble mediante el registro, es oponible a terceros”
.

De lo expuesto, se tiene que RODOLFO DARÍO ROCHA ROJAS, TERESITA DEL CARMEN RAMOS DE ROCHA, JORGE JAVIER ROJAS ROCHA Y CARLOS ALBERTO ROJAS HUSID, no acreditaron la condición de dueños de los inmuebles, pues en el proceso no obra copia auténtica de las escrituras públicas mediante las cuales a aquéllos les fue transferida la propiedad.  Es decir, faltó la prueba del título, mediante el cual se daría por probada la condición en la que los actores se han presentado a este proceso, respecto de los bienes que dicen son de su propiedad. 

La parte demandante no comprobó su condición de propietario, cuando debía hacerlo, conforme al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, ya que por tratarse de  bienes inmuebles eran necesarias las copias auténticas de las escrituras públicas y los folios de matrícula inmobiliaria de los predios desagregados, como lo establece el artículo 756 de Código Civil; documentos públicos que no pueden ser sustituidos por otros, como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, pues se trata de un requisito ad substantiam actus. Al respecto la doctrina ha expresado:

“El Código civil le da la denominación de solemnidades a ciertas formas externas documentales necesarias para la prueba de algunos actos jurídicos (art. 1760); o de formalidades especiales, como en los artículos 1500 y 1741 de la misma obra.

“Estas formas tienen una consecuencia capital, cual es la de que sin ellas el acto no produce ningún efecto civil. Como ejemplos pueden citarse  todos aquellos contratos que versen sobre inmuebles y la promesa de contrato. En la compraventa de un bien raíz, demos por caso, la escritura pública es, al propio tiempo que solemnidad, única prueba del contrato. Sin ella éste no existe y su prueba no puede suplirse por ningún otro medio, ni aún por la confesión.

“A este respecto el nuevo código judicial en su  artículo 265 dispone que la falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos o contratos en que la ley requiera de esa solemnidad, y se mirarán como no celebrados aún cuando se prometa reducirlos a instrumento público. Y el 232 corrobora lo dispuesto al ordenar que la prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato”
.    
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo contencioso administrativo, sección tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,
FALLA:

Primero. DECLÁRASE probada la excepción de cosa juzgada respecto de los cargos formulados en la coadyuvancia presentada por la CORPORACIÓN NACIONAL DE TURISMO – EN LIQUIDACIÓN, con fundamento en las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.
Segundo. NIEGANSE,  las pretensiones formuladas por la parte demandante,  por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

 JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA              OLGA VALLE DE LA HOZ
                  IMPEDIDO    

ENRIQUE GIL BOTERO 

� Este aspecto será revisado más adelante.


� Copia auténtica de las resoluciones  en Folios 427 a 515 del Cuaderno Principal.


� Folios 3 a 17.


� Folio 107 y 108.


� Folios 222 a 240.


� Folio 363.


� Folios 390 a 393 del Cuaderno 1. 


� Folios 420 a 422. 


� Folios 554 a 564 del Cuaderno Principal.


� Aún cuando en la demanda fueron aportadas las resoluciones en su mayoría en copia simple, será analizada su legalidad, como quiera que la entidad demandada las allegó al proceso. Folios 252 a 223. La resolución No. 695 del 22 de diciembre de 1995, mediante la cual se deniega de plano una solicitud de revocatoria directa,  fue aportada en copia auténtica en la demanda, Folios 12 a 20. 


� En efecto, prescribe el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo: “Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos...” Más adelante señala la misma disposición que esta acción puede también interponerse contra “circulares de servicio” y contra “actos de certificación y registro”; la jurisprudencia de esta Corporación, ha señalado, sin embargo, que en estos casos, estas manifestaciones deben producir también efectos jurídicos frente a terceros, es decir deben detentar los elementos propios de los actos administrativos. Sobre este punto pueden consultarse las siguientes providencias de esta Corporación: Sección cuarta,  Sentencia  de enero 22 de 1988, Consejero Ponente: Hernán Guillermo Aldana Duque; Sección Primera. Sentencia del 14 de octubre de 1.999 expediente No. 5064, Consejero Ponente: Manuel Urueta Ayola; Sección Primera, Sentencia del 16 de febrero de 2001, expediente No. 3531  Consejera Ponente: Olga Inés Navarrete Barrero.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sub-sección C. Sentencia de enero de 2011. M. P. Enrique Gil Botero. Exp. 34756.


� Artículos 71 a 83 de la Ley 136 de 1994. 


� SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo I. Introducción. Bogotá, Universidad Externado de Colombia. 2003. Pág. 240.


� GIANNINI, Massimo Severo. Derecho Administrativo. Madrid, Instituto Nacional de Administración Pública. 1991.  Pág. 120 y ss.


� En la mayoría de sus disposiciones esta norma fue derogada por la Ley 388 de 1997. 


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano. Tomo 1. Bogotá, DUPRE editores.2009.  Pág.632. 


� Cfr. AZULA CAMACHO, Jaime. Manual de Derecho Procesal. Tomo I. Teoría General del Proceso. Bogotá, Temis. 2008.  Pág. 367 y ss. 


� En el derecho comparado defiende esta postura Chiovenda quien afirma que “la cosa juzgada en sentido sustancial consiste en la indiscutibilidad de la esencia de la voluntad concreta de la ley afirmada en la sentencia”. CHIOVENDA José. Principios de Derecho Procesal. Tomo II. Madrid, Instituto Editorial Reus. 1941. Pág. 412. En el derecho procesal colombiano esta tesis es asumida por López Blanco para quien no se debe permitir “bajo el pretexto de falta de identidad entre la verdad declarada en la sentencia y la realidad, socavar el carácter de inmutabilidad que ella (la sentencia) debe tener so pena de que se extinga el respeto debido al Estado como Administrador de justicia…” LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Instituciones de… Ob. Cit. Pág. 633.


� Para Carnelutti una de las cualidades de la sentencia es precisamente su imperatividad, la posibilidad de imposición de una voluntad sobre otra, de aquí que en el campo de las relaciones jurídicas las decisiones judiciales impidan que una cuestión debatida en sede judicial pueda volver a ser objeto de pronunciamiento. CARNELUTTI, Francesco. Estudios de Derecho Procesal. Volumen II. Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa –América. 1952. Pág. 345 y ss. 


� DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General del Proceso. Buenos Aires, Ed. Universidad. Pág. 453. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 8 de julio de 2009, exp. AP 2005-01006,  M. P. Enrique Gil Botero. 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de julio 26 de 2011. Exp. 16131. C. P. Enrique Gil Botero.


� Folio 138


� Folio 138.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia de 23 de junio de 1995. M. P. Yesid Rojas Serrano. Exp. 3359.


� Cfr. Artículo 5º del Decreto 2131 de 1995.


� Cfr. Betancur Jaramillo, Carlos. Derecho Procesal Administrativo. Medellín, Librería Señal Editora. 2009. Pág. 167. 


� Folios  108 a 155.  Es cierto que en otra parte del expediente aparece constancia de solicitud del certificado de libertad del inmueble 080-2251 (recibo de caja No. 0132952) . Así mismo se aportaron copias 


� Folios 203 a 207 del cuaderno del despacho comisorio No. 10/99. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 23 de mayo 23 de 2002, Exp. 6277.


� VALENCIA ZEA, Arturo y ORTIZ MONSALVE, Alvaro. Derecho Civil, Derechos Reales. Bogotá. Tomo II. 1996. p. 507. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 24 de agosto de 2000, expediente No. 10.821, actor: Sociedad Sánchez Paredes y Cía. Ltda.


� BETANCUR JARAMILLO, Carlos, De la prueba – Aspectos Generales, Medellín, Universidad de Antioquia, 1973, pág. 241.





